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Sumilla
Los autores defienden que, en los casos en que la solicitud cautelar 
haya sido presentada dentro del plazo de caducidad de tres meses, 
pero la formalización de la demanda contencioso-administrativa 
haya ocurrido luego de vencido dicho plazo, el órgano jurisdiccional 
deberá apartarse del argumento literal de la norma que establece 
que la interposición de la “demanda” debe tener lugar dentro del 
plazo de caducidad. En esos supuestos, el órgano debe realizar una 
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interpretación correctiva a efectos de interpretar extensivamente el 
sintagma “demanda” para comprender también a la “solicitud cautelar”.

Palabras clave
Admisibilidad, caducidad, demanda, medida cautelar, improcedencia

 I. Introducción

Para controlar judicialmente una decisión administrativa que 
causó estado, el artículo 18, inciso 1 del Texto Único Ordenado 
de la Ley N.° 27584, Ley que Regula el Proceso Contencioso 
Administrativo (Decreto Supremo N.° 011-2019-JUS de 2019, en 
adelante, “TUO LPCA”) exige la presentación de la “demanda” 
dentro del plazo de caducidad. No obstante, en el supuesto de que 
la parte –por lo general, el administrado– presente una “solicitud 
cautelar fuera del proceso”, pero dentro del plazo de caducidad 
y no cumpla, a su vez, con presentar su demanda dentro del 
referido plazo, surgen las siguientes interrogantes: ¿El órgano 
jurisdiccional debe anular todo lo actuado y disponer la conclusión 
del proceso? ¿Se debería interpretar extensivamente el sintagma 
“demanda” para que comprenda también a la “solicitud cautelar”? 

En ese sentido, el propósito del presente ensayo es analizar 
esta problemática, en apariencia sencilla, y advertir su 
complejidad a fin de extraer de ella todos los posibles 
escenarios que coadyuven a brindar una solución adecuada 
y acorde con la protección de los derechos fundamentales.

El presente trabajo será dividido de la siguiente manera. En 
primer lugar, abordaremos conceptualmente los requisitos de 
admisibilidad y procedencia para posteriormente aterrizar en el 
requisito de procedencia de la caducidad del derecho que se deriva 
de la presentación extemporánea de la demanda contencioso-
administrativa y sus efectos en la admisibilidad de la demanda. 
Posteriormente, analizaremos los argumentos existentes a favor de la 
declaración judicial de caducidad del derecho cuando, luego de que 
la decisión administrativa causó estado, la parte perdedora presentó 
su solicitud cautelar fuera del proceso ante el Poder Judicial, pero no 
presentó su demanda dentro del plazo de caducidad de tres meses 
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ex artículo 18, inciso 1 del TUO LPCA. Luego, haremos lo propio con los 
argumentos en contra de la declaración judicial de caducidad. Acto 
seguido, tomaremos posición respecto de la problemática planteada 
y brindaremos razones de por qué el órgano jurisdiccional se debe 
apartar de la literalidad del artículo 18, inciso 1 del TUO LPCA y comprender 
dentro de los sentidos posibles del sintagma “demanda” a la “solicitud 
cautelar”. Y, por último, expondremos algunas conclusiones finales.

 II. Requisitos de admisibilidad y procedencia en el proceso 
 contencioso administrativo: 

El juicio de admisibilidad, como es conocido en la doctrina respecto a 
cualquier acto postulatorio, es una categoría que pertenece a la teoría 
general del proceso y se aplica a cualquier procedimiento o proceso 
(Didier Jr., 2016, p. 331). De tal manera que ante todo acto postulatorio 
el juez debe realizar un doble examen que se puede resumir en: (i) en 
analizar si es posible ingresar a evaluar el contenido de la postulación 
(es aquí donde ocurre el juicio de admisibilidad), y (ii) en caso de 
ser positivo el primero se sigue un análisis sobre la fundabilidad o 
infundabilidad del pedido (Didier Jr., 2016, pp. 332-334). 

Dentro del juicio de admisibilidad se evalúan los requisitos que 
son considerados preliminares al conocimiento del mérito por ser 
un grupo de cuestiones que son objeto de un juicio lógicamente 
anterior al análisis de la fundabilidad del pedido en sí mismo (Barbosa 
Moreira, 1968, p. 94). Y dentro de dichos requisitos se encuentran los 
conocidos presupuestos procesales y las condiciones de la acción 
(o como un sector de nuestra doctrina denomina “presupuestos 
procesales sobre el fondo2”).

El primero de estos juicios es conocido, en un sector de nuestra 
doctrina, como el juicio de procedencia; y el segundo, como juicio de 
mérito. En el primer caso, se analiza, esencialmente, el cumplimiento 
de los requisitos del pedido, mientras que, en el segundo caso, 
consiste en un examen para evaluar el contenido del pedido (Cavani, 
2017, pp. 114-115; 2018, pp. 59 y ss.). 

En el juicio de procedencia, si el juicio es positivo (al encontrarse 

2 Por ejemplo, Martel Chang (2016, p. 41 y ss.).
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todos los requisitos del pedido adecuadamente configurados) se 
sigue la posibilidad de entrar al juicio de mérito. Sin embargo, si el 
juez constata que el juicio es negativo según los artículos 426 y 427 
del Código Procesal Civil (Resolución Ministerial N.° 010-93-JUS de 
1993, en adelante, “CPC”) se abren dos posibilidades: (i) un juicio 
de procedencia definitivo, o (ii) un juicio de procedencia provisional 
(Cavani, 2017, pp. 114-115).

En el primero, el acto postulatorio deberá ser rechazado al ser 
imposible la subsanación del defecto u omisión de uno de los 
requisitos, por ejemplo, en el caso de la imposibilidad jurídica del 
pedido de una demanda al solicitarse la prescripción adquisitiva de 
bienes inmuebles del Estado que son de dominio público y de dominio 
privado3. En cambio, será provisional en el caso de que pueda ser 
subsanado con el otorgamiento, por parte del juez, de un plazo para 
tal acto, (Cavani, 2017, pp. 114-115) como puede ser la no presentación 
del pago de una tasa judicial.

En consecuencia, la diferencia entre la admisibilidad y procedencia 
dentro del juicio de procedencia (o juicio de admisibilidad en la 
doctrina extranjera) radica en la posibilidad de que el demandante o 
demandado subsane o no el acto postulatorio.

A pesar de ello, el artículo 128 del CPC4 establece, equivocadamente, 
la siguiente diferencia: serían requisitos de admisibilidad aquellos 
relacionados a la forma del acto procesal, mientras que los requisitos 
de procedencia serían aquellos relacionados al fondo del acto 
procesal.

Dicha visión es equivocada y abiertamente incoherente con los 
artículos 426 y 427 del CPC, pues, por ejemplo, si un acto postulatorio 

3 Ello está expresamente prohibido por la Constitución y la legislación peruana, 
respectivamente. Así, el artículo 73 de la Constitución Política del Perú de 1993 establece: 
“Los bienes de dominio público son inalienables e imprescriptibles” (el resaltado es 
propio) y, de otro lado, respecto a los bienes inmuebles de dominio privado del Estado, el 
artículo 2 de la Ley N.° 29618 de 2010 señala lo siguiente: “Declárase la imprescriptibilidad 
de los bienes inmuebles de dominio privado estatal” (el resaltado es propio).

4 Artículo 128.- Admisibilidad y Procedencia:
 El juez declara la inadmisibilidad de un acto procesal cuando carece de un requisito de 

forma o éste se cumple defectuosamente. Declara su improcedencia si la omisión o 
defecto es un requisito de fondo.
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es presentado fuera de plazo, la consecuencia procesal es la 
improcedencia. En tal sentido, se constata que un requisito de forma 
como es el planteamiento dentro del plazo de un acto postulatorio no 
tiene como consecuencia la inadmisibilidad, sino la improcedencia. 

El desarrollo realizado es aplicable al proceso contencioso-
administrativo no solamente por la supletoriedad del CPC, sino 
porque, como señalamos, el juicio de procedencia y juicio de mérito 
son categorías pertenecientes a la teoría general del proceso 
aplicables a cualquier acto postulatorio en cualquier procedimiento 
o proceso.

En la doctrina procesal administrativa peruana se ha señalado, 
equivocadamente, siguiendo el criterio establecido en el artículo 
128 del CPC, que la diferencia radicaría en que los requisitos de 
admisibilidad son requisitos procesales de forma y los de procedencia 
serían aquellos requisitos procesales de fondo a efectos de que se 
configure válidamente la relación jurídica procesal5.

Nuevamente, se incurre en un error, pues la diferencia únicamente 
radica en la posibilidad de subsanar o no un requisito de admisibilidad 
o procedencia.

Ahora bien, en el proceso contencioso-administrativo peruano 
existen requisitos de admisibilidad y de procedencia específicos 
dada la naturaleza especial del objeto de dicho proceso que es la 
impugnación de la actividad administrativa. 

Entre estos requisitos de procedencia se encuentra la caducidad 
(requisito de procedencia) que será desarrollado en el siguiente 
acápite.

 III. El requisito de procedencia de la caducidad: el caso 
 de la presentación extemporánea de la demanda 
 contencioso-administrativa como supuesto de caducidad 
 del derecho a demandar en vía contencioso-administrativa

Una vez que la decisión administrativa ha causado estado, la parte 
5 Véase en: Priori Posada (2009, pp. 177 y ss.) y Huapaya Tapia (2019, pp. 95 y ss.), quien sigue 

a Priori Posada.
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puede interponer una demanda contencioso-administrativa para que 
el Poder Judicial controle la actuación del órgano administrativo6. Para 
que esto ocurra, es necesario que la parte interponga su demanda 
dentro del plazo de caducidad de tres meses previsto en el artículo 
18, inciso 1 del TUO LPCA. Tanto el último párrafo del citado artículo 
como la doctrina7 nos indican que dicho plazo es de caducidad8.

Si la parte interpone la demanda fuera del citado plazo, operará 
la caducidad del derecho, lo cual producirá la anulación de los 
actos procesales llevados a cabo y la conclusión del proceso ex 
artículo 451, inciso 5 del CPC. De este modo, con la interposición 
de una nueva demanda ya no será posible dejar sin efecto la cosa 

decidida de la decisión final del procedimiento administrativo (la 
caducidad justamente atacaría la posibilidad de seguir cuestionando 
la decisión administrativa ante la instancia judicial respectiva).

Ahora, la caducidad es una institución que extingue el derecho 
material por haber transcurrido el plazo legal previsto para ello, 
es analizada de oficio por el juzgador y no admite interrupción ni 
suspensión (Ariano Deho, 2016, p. 541). En el caso que nos ocupa 
estamos frente a un plazo de caducidad, ya que la interposición 
de la demanda contencioso-administrativa dentro del plazo está 
expresamente prevista en la ley y la declaración judicial de la 

6 Artículo 148.- Acción contencioso-administrativa
 Las resoluciones administrativas que causan estado son susceptibles de impugnación 

mediante la acción contencioso-administrativa (Constitución Política del Perú, 1993).
7 Por todos, véase: Huapaya Tapia (2019, p. 97), Huapaya Tapia (2006, p. 842). Por su parte, 

Priori Posada (2009, pp. 179-180) critica que la pretensión de plena jurisdicción se sujete al 
plazo de caducidad, y agrega que la pretensión indemnizatoria se deberá sujetar al plazo 
de prescripción previsto en el Código Civil para la responsabilidad extracontractual.

8 Con todo, el hecho de que el legislador mencione expresamente que se está ante un plazo 
de prescripción o caducidad no es garantía de corrección. Para muestra un botón. En 
el artículo 96 de la Ley N.° 27287 de 2000, la sumilla indica que se está ante un plazo 
de “prescripción”; sin embargo, si se analiza el contenido de la disposición normativa, 
se aprecia que se está ante un plazo de caducidad, pues el artículo 96.3 señala que “no 
admiten interrupción, ni suspensión”, características que son propias de la caducidad 
ex artículo 2005 del Código Civil (Decreto Legislativo N.° 295 de 1984). Y esto no es un 
tema menor que se reduce a una cuestión terminológica, pues si se desnaturaliza una 
institución existe el riesgo de que se induzca a error a los litigantes en la formulación de sus 
pedidos. Por ejemplo, en Corte Suprema de Justicia de Perú (2016b, pp. 3-7), la recurrente 
(ejecutante) sostuvo que los ejecutados nunca dedujeron la excepción de prescripción 
de la acción cambiaria (estos apenas indicaron que las firmas que aparecían en los títulos 
valores no les pertenecían), por lo que no podían verse beneficiados con la declaración de 
la prescripción de oficio por parte del órgano de segunda instancia.
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caducidad del derecho no depende de que la contraparte invoque 
previamente una excepción (de caducidad), bastando apenas con 
que el órgano jurisdiccional constate que la demanda fue presentada 
fuera del referido plazo9. En términos procesales, la caducidad operaría 
como un requisito de validez negativo del proceso, pues su presencia 
invalidaría los actos procesales que se lleven a cabo, generando 
la improcedencia de la demanda contencioso-administrativa.

Teniendo en cuenta que el examen de la caducidad es de oficio, el 
problema antes descrito se puede presentar en cuatro momentos 
distintos: en la calificación de la demanda, luego de interpuesta la 
excepción de caducidad (si es que el órgano no se ha pronunciado de 
oficio), en el saneamiento procesal o, excepcionalmente, al momento 
de expedir sentencia. Para los propósitos del presente trabajo nos 
interesa abordar el primer supuesto que atañe a la calificación de la 
demanda.

Entonces, ¿qué pasaría si una solicitud cautelar fuera del proceso es 
presentada dentro del plazo de caducidad y la presentación de la 
demanda (o, tal y como se le conoce en el foro, la “formalización de 
la demanda”) ocurre luego de vencer dicho plazo, debido a que el 
solicitante consideró que dicha formalización podía realizarse hasta 
dentro de los 10 días hábiles siguientes a la ejecución de la medida 
cautelar ex artículo 636 del CPC? ¿Se debería declarar la caducidad 
del derecho y la anulación de todo lo actuado (y la respectiva 
caducidad y levantamiento de la medida cautelar)? 

En la doctrina nacional, hasta donde tenemos conocimiento no se ha 
problematizado al respecto10. En los sucesivos acápites intentaremos 
dar respuesta a esta cuestión de suyo compleja, analizando la posición 
a favor y en contra de la declaración de caducidad del derecho.

 IV. Argumentos a favor de la declaración de caducidad del
 derecho

Frente a la declaración de caducidad del derecho (y la subsecuente 
nulidad de todo lo actuado, archivo del proceso y levantamiento de la 

9 Para un estudio sobre la prescripción extintiva, véase en: Ariano Deho (2003, 2006, 2016).
10 Véase en: Morón Domínguez (2024), Monroy Gálvez (2023), Huapaya Tapia (2019, 2006), 

Priori Posada (2009).
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medida cautelar) se pueden esbozar argumentos a favor y en contra.
Uno de los argumentos a favor de declarar la caducidad del derecho 
es el argumento literal. Este es el argumento del que se parte para 
analizar las disposiciones normativas. En lenguaje natural, por 
“demanda” se entiende la “Petición que el litigante que inicia un 
proceso formula y justifica en el juicio” (Real Academia Española, s. f., 
definición 8). Y en un sentido técnico, se le entiende:

como acto jurídico, ella materializa una pretensión, esto es, 
una declaración de voluntad consistente en una exigencia de 
tutela jurídica. Si estamos hablando de un proceso judicial, 
la exigencia se dirige al Estado; ya si se trata de un arbitraje, 
la exigencia se dirige al juez privado (árbitro único o tribunal 
arbitral). La pretensión tiene un elemento subjetivo (las partes) 
y dos elementos objetivos (causa de pedir y pedido) (Cavani, 
2016, p. 182).

Este argumento exige la presentación de la demanda y no otro acto 
procesal distinto (“La demanda deberá ser interpuesta (…)” según 
reza el artículo 18 del TUO LPCA). De hecho, todo acto que cuestiona 
la cosa juzgada (en nuestro caso, la cosa decidida) toma la forma de 
una demanda, puesto que con ella se inicia un nuevo proceso11.

Otro de los argumentos a favor es la libertad que tiene el demandante 
de formalizar la demanda antes de que venza el plazo de caducidad. 
En efecto, si la parte interpuso la solicitud cautelar –se entiende dentro 
del plazo de caducidad– y se encuentra próximo a vencerse el plazo 
de los tres meses, para resguardar su derecho la parte debió haber 
presentado la demanda dentro del plazo (de tres meses). La decisión 
de no hacerlo es un riesgo deliberado cuyas consecuencias deben 
ser asumidas por el solicitante de la medida cautelar, pues tiene 
conocimiento de que la norma exige la interposición de la demanda. 
En similares términos se pronunció la Corte Suprema:

puede colegirse que la decisión arribada en segunda instancia 
ha sido emitida conforme a derecho (…). Máxime que nuestro 
ordenamiento procesal contempla la posibilidad de la solicitud 

11 En la doctrina también se le puede encontrar como “pretensión autónoma” o “acciones 
impugnativas autónomas”. Véase, respectivamente, en Cavani (2018, pp. 17-18) y Oliveira 
(2021, pp. 30-34).
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cautelar dentro del proceso, por lo que nada impediría a la 
recurrente interponer su demanda dentro del plazo de 
tres meses que establece la Ley N° 27584 (Corte Suprema 
de Justicia de Perú, 2016a, p. 11 ). (El subrayado es propio)

Un último argumento a favor –partiendo de las lecciones clásicas 
sobre la medida cautelar12– consiste en considerar a la solicitud 
cautelar (y al procedimiento que se deriva de esta) como dependiente 
del proceso principal en razón de su “instrumentalidad”, por lo que 
la interpretación del sintagma “demanda” no podría extenderse y 
contemplar, a su vez, al de “solicitud cautelar”. La Corte Suprema 
también ha seguido este razonamiento:

puede colegirse que la decisión arribada en segunda 
instancia ha sido emitida conforme a derecho, por cuanto, 
como lo ha determinado correctamente la Sala Superior, no 
debe considerarse por iniciado el proceso desde la fecha de 
interposición de la solicitud cautelar dado que tal solicitud 
y la demanda son actos procesales distintos y por tanto 
están sujetos a plazos distintos (Corte Suprema de Justicia 
de Perú, 2016a, p. 11).(el subrayado es propio)

Una vez terminada la posición a favor, pasaremos a analizar la 
posición en contra en el siguiente acápite.

 V. Argumentos en contra de la declaración de caducidad 
 del derecho

Dentro de los argumentos en contra de declarar la caducidad del 
derecho por la presentación extemporánea de la demanda, se 
encuentra el argumento de la ratio legis o teleológico. Si la razón 
de la norma es que la interposición extemporánea de la demanda 
evidencia un desinterés en cuestionar la cosa decidida que recayó en 
la decisión final que causó estado en el procedimiento administrativo 
12 Calamandrei sostenía que el elemento característico de las “resoluciones cautelares” era la 

“instrumentalidad”, puesto que su utilidad estaba dirigida a promover que la decisión final 
sea eficaz, razón por la cual la calificó como el “instrumento del instrumento” (Calamandrei, 
1936, pp. 21-22). El eco de ese pensamiento se mantiene vigente en la doctrina italiana 
contemporánea. Al respecto, por todos, véase en: Consolo (2020, p. 206), Luiso (2022, p. 
22). En contra, Didier Jr. et. al. (2015, pp. 562-563), quien sostiene que la tutela cautelar es 
definitiva y temporal. 
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(y la subsecuente posibilidad de seguir cuestionando el derecho 
material ante el Poder Judicial), ese desinterés no se evidencia con 

la presentación de la solicitud cautelar fuera del proceso. En ese 
sentido, la solicitud cautelar (por lo general, una medida innovativa o 
de no innovar ex art. 39 del TUO LPCA) debería poder satisfacer las 
exigencias del artículo 18, inciso 1 del TUO LPCA, al igual que si fuera 
una demanda.

Otro de los argumentos en contra de la declaración de caducidad 
es la remisión que el artículo 37, § 2 del TUO LPCA hace al CPC con 

relación a las medidas cautelares fuera o dentro del proceso “con 

las especificaciones establecidas en esta Ley”13. De este modo, si se 
interpone una solicitud cautelar fuera del proceso, se deberá estar al 
procedimiento previsto en el artículo 636 del CPC14 para formalizar 
la demanda dentro del plazo de 10 días una vez ejecutada la medida 
cautelar y, así, evitar la caducidad de la medida cautelar (con el 
subsecuente levantamiento de la misma).

Asimismo, otro argumento en contra se basa en que la solicitud 
cautelar comparte muchos de los elementos propios de la demanda, 
por lo que se equipararía a esta última. Así pues, (i) la solicitud cautelar 
exige la fundamentación de la verosimilitud del derecho (que, en buena 
cuenta, son los hechos jurídicamente relevantes de la demanda o 
causa petendi); (ii) los medios probatorios de la solicitud cautelar son 
–en gran medida– los mismos que el demandante presentará en la 
demanda; (iii) el pedido de la solicitud cautelar –cuando no tiene por 
objeto la “tutela de simple seguridad” (Silva, 1993, p. 21)– coincide, 
al igual que la demanda, con la obtención del bien de la vida (por 
ejemplo, cuando se solicita una medida innovativa, que consiste 
en la anticipación de los efectos de la sentencia); y (iv) a la solicitud 
cautelar le es aplicable –en gran medida– las normas que se extraen 
13 Artículo 37.- Oportunidad
 La medida cautelar podrá ser dictada antes de iniciado un proceso o dentro de éste, 

siempre que se destine a asegurar la eficacia de la decisión definitiva.
 Para tal efecto, se seguirán las normas del Código Procesal Civil con las especificaciones 

establecidas en esta Ley.
14 Artículo 636.- Medida cautelar fuera de proceso
 Ejecutada la medida antes de iniciado el proceso principal, el beneficiario debe interponer 

su demanda ante el mismo Juez, dentro de los diez días posteriores a dicho acto. (…).
 Si no se interpone la demanda oportunamente, o ésta es rechazada liminarmente, o no se 

acude al centro de conciliación en el plazo indicado, la medida cautelar caduca de pleno 
derecho.
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de los artículos 424 y 425 del CPC, que establecen los requisitos de 
la demanda y anexos.

De esta manera, al igual que la demanda –en los términos previamente 
expuestos–, la “demanda cautelar”, según se indica, debe contener 
y poder satisfacer los elementos de una pretensión como su propio 
pedido y causa petendi (Didier Jr. et. al., 2015, p. 564).

Y un último argumento en contra es que la solicitud cautelar, al igual 
que la demanda, requiere la emisión de una “sentencia” por parte del 
órgano jurisdiccional al existir una “cognición exhaustiva del mérito 
cautelar” (Didier Jr. et. al., 2015, p. 564) (el subrayado es propio). 
Si partimos desde el derecho positivo, para que una resolución se 
denomine “sentencia” requiere de la verificación de dos condiciones: 
“a) poner fin a la instancia o al proceso y b) un pronunciamiento 
sobre el fondo” (Cavani, 2017, p. 119) ex artículo 121, § 3 del CPC. Y 
estas dos condiciones se cumplen en el caso de la solicitud cautelar, 
pues la resolución que concede o no la medida cautelar (esto es, la 
fundabilidad o no de la medida cautelar) pone fin al procedimiento 
cautelar y se pronuncia sobre el mérito cautelar15. 

Así pues, en el caso de la demanda, el pronunciamiento sobre el 
derecho controvertido ocurrirá luego del contradictorio previo y una 
vez superadas las fases procesales correspondientes; mientras que, 
en el caso de la solicitud cautelar, la resolución que se pronunciará 
sobre el mérito (la concesión o no de la solicitud cautelar) se 
materializará a través de una sentencia (cautelar).

De este modo, la semejanza entre ambas (la demanda y la solicitud 
cautelar) hace que la presentación de la solicitud cautelar satisfaga la 
exigencia del artículo 18, inciso 1 del TUO LPCA.

15 Un sector de la doctrina brasileña considera que la sentencia cautelar puede adquirir cosa 
juzgada material: “en el proceso cautelar, la sentencia se emite sobre la base del juicio 
de certeza y cognición exhaustiva o completa, mientras que la decisión liminar se emite 
sobre la base del juicio de verosimilitud y cognición sumaria o incompleta. Siendo así, si 
la sentencia cautelar declara sobre la base del juicio de certeza la existencia del “derecho 
sustancial de cautela” (esto es, si promueve la declaración de certeza de ese derecho), 
entonces, ella produce cosa juzgada material y vuelve indiscutible el reconocimiento de 
esa específica pretensión de derecho material (y no de la pretensión de derecho material 
objeto de la litis principal)” (Costa, 2013, § 31).
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 VI. ¿Por qué no debe declararse la caducidad del derecho 
 si es que la parte presenta su solicitud cautelar (y no la 
 demanda) dentro del plazo de caducidad?

Como se ha podido apreciar, la solución del problema planteado no 
es tan simple como parece. Si bien es cierto, la caducidad es una 
“cuestión de mera legalidad ordinaria que corresponde resolver a los 
jueces y tribunales” (Picó I Junoy, 2012, p. 63), adelantamos desde ya 
que la solución no puede agotarse en el empleo del argumento literal. 
Si se procediere de este modo, tendría lugar lo que se denomina como 
una “interpretación prima facie” de la disposición normativa por ser 
“fruto de una comprensión irreflexiva del significado” (Guastini, 2011, 
p. 95).

La presentación de la solicitud cautelar fuera del proceso es una 
clara muestra del interés de la parte de querer seguir cuestionando 
la decisión administrativa que causó estado, y que, como vimos, 
comparte muchos de los elementos propios de la demanda (pedido, 
causa petendi, medios probatorios, aplicación de los requisitos y 
anexos de la demanda, apuntan a la emisión de una sentencia). Por 
estas razones, no es posible argumentar que a la solicitud cautelar (y 
al procedimiento que se deriva de este) se le tenga como accesoria 
del proceso principal y no pueda equipararse a la demanda. En 
cambio, deberá ser tenida en cuenta como uno de los significados 
posibles, vía interpretación extensiva, del sintagma “demanda”.

Y tampoco se puede señalar que el solicitante de la medida cautelar 
fuera del proceso tuvo la libertad de presentar su demanda antes 
de que venza el plazo de caducidad, puesto que, si se interpreta 
extensivamente el sintagma “demanda” a fin de que también 
abarque al de “solicitud cautelar”, el problema pierde relevancia; 
además de que cuando el artículo 37, § 2 del TUO LPCA menciona 
que “se seguirán las normas del Código Procesal Civil con las 
especificaciones establecidas en esta Ley”, no quiere decir otra cosa 
que lo siguiente: serán de aplicación, vía remisión normativa al CPC, 
las normas relacionadas a las medidas cautelares, sean dentro o 
fuera del proceso.

Y en último término, teniendo en cuenta que el caso propuesto 
reviste complejidad, se puede apelar al principio pro actione. De 
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acuerdo con este principio, se “impone a los juzgadores la exigencia 
de interpretar los requisitos y presupuestos procesales en el sentido 
más favorable a la plena efectividad del derecho a obtener una 
resolución sobre el fondo” (Picó I Junoy, 2012, p. 67). De esta manera, 
el órgano jurisdiccional deberá preferir dar trámite a la demanda en 
lugar de declarar la caducidad del derecho, por ser esta la solución 
que está acorde con el contenido constitucionalmente protegido del 
derecho de acceso a la justicia.

Por otro lado, podría pensarse que la solución que ofrecemos podría 
conducir a escenarios de empleo malicioso, abusivo y/o fraudulento 
de la norma extraída del artículo 18, inciso 1 del TUO LPCA, como los 
siguientes: (i) cuando el órgano jurisdiccional declara la infundabilidad 
o improcedencia de la solicitud cautelar y con posterioridad la parte 
formaliza la demanda contencioso-administrativa; o (ii) en caso de 
que el órgano conceda la medida cautelar y la parte posteriormente la 
ejecute, pero, al momento de formalizar la demanda, lo haga fuera del 
plazo de caducidad de la medida cautelar (10 días hábiles ex artículo 
636 del CPC), con la expectativa de que se admita la demanda.

Sin embargo, esto no es así. Primero atendamos al primer supuesto. 
En caso de que la solicitud cautelar sea declarada improcedente o 
infundada, se derivarán distintas consecuencias jurídicas en función 
del momento en que se haya formalizado la demanda contencioso-
administrativa. Así, se tienen los siguientes escenarios:

(i) si la parte formaliza su demanda con anterioridad a la 
declaración de improcedencia o infundabilidad de la solicitud 
cautelar, el órgano jurisdiccional deberá calificar la demanda, 
pues se le dirige un pedido de tutela jurídica que tiene el deber 
de atender; y

(ii) en caso de que la parte formalice su demanda con 
posterioridad a la declaración de improcedencia o 
infundabilidad de la solicitud cautelar, el órgano jurisdiccional 

deberá rechazar la demanda, pues al no haber formalizado su 
demanda con anterioridad desvirtúa el argumento teleológico 
de la caducidad del derecho ex artículo 18, inciso 1 del TUO 
LPCA: se evidencia el desvanecimiento del interés de la parte 
de cuestionar la decisión administrativa que causó estado, 
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además de crear incentivos perversos para no plantear la 
demanda o que esta sea presentada en cualquier momento, 
vulnerando la buena fe procesal16-17.

Con relación al segundo supuesto, si la medida cautelar ha sido 
concedida y ejecutada, pero la formalización de la demanda 
contencioso-administrativa tiene lugar fuera del plazo de caducidad 
(de la medida cautelar), deberá operar la caducidad de pleno derecho 
ex artículo 636, § 2 del CPC y deberá declararse la improcedencia 
liminar de la demanda. La razón es que, al igual que el caso anterior, 
el interés en cuestionar la decisión administrativa que causó estado 
–que inició con la presentación de la solicitud cautelar fuera del 
proceso– se desvanece cuando caduca de pleno derecho la medida 
cautelar y no se presenta la demanda contencioso-administrativa 
que sustituya ese mismo interés18.

Por todas estas razones, el órgano jurisdiccional debe realizar una 
interpretación correctiva (específicamente, una interpretación 

extensiva19) del artículo 18, inciso 1 del TUO LPCA para comprender a 

16 En este supuesto no adquiere relevancia si, previamente, se notificó o no la declaración de 
improcedencia o infundabilidad al solicitante, ya que la resolución judicial tiene existencia 

y validez.

17 Distinto sería el caso si nos encontramos ante una demanda que no busca cuestionar la 
cosa juzgada (en nuestro caso, cosa decidida) y que no está sujeta a plazo de caducidad 
(del derecho). Si la formalización de la demanda ocurriera luego de que la solicitud cautelar 
fuera del proceso es declarada infundada o improcedente, el órgano jurisdiccional debe 
calificarla, pues hay un pedido de tutela jurídica que exige ser satisfecho.

18 Al igual que la nota a pie anterior, si no estamos ante un supuesto en el que se cuestione 
la cosa juzgada (en nuestro caso, cosa decidida) y no existe otro plazo de caducidad del 
derecho que le sea aplicable, las consecuencias jurídicas serán distintas. En ese sentido, 
la formalización extemporánea de la demanda solo producirá la caducidad de la medida 
cautelar y no tendrá consecuencias respecto de la admisibilidad de la demanda. Una 
opinión parecida, circunscrita al proceso civil, se puede encontrar en Ruiz Bravo y Mayor 
Sánchez (2018, pp. 306-307). También hay casos en los que la demanda, aunque no 
cuestione la cosa juzgada, está sujeta a un plazo de caducidad del derecho. Por ejemplo, 
en las demandas sobre despido arbitrario, actos de hostilidad y nulidad de despido, 
la demanda debe ser presentada dentro de los 30 días naturales de su ocurrencia ex 
artículo 36 del TUO del Decreto Legislativo N.° 728 (Decreto Supremo N.° 003-97-TR de 
1997). En esos casos, la formalización de la demanda que ocurre luego de que la solicitud 
cautelar ha sido declarada infundada o improcedente, o cuando la medida cautelar fuera 
de proceso ha sido ejecutada pero la formalización de la demanda se produjo vencido el 
plazo del artículo 636 del CPC, deben ser declaradas improcedentes por haber caducado 
el derecho ex artículo 427, inciso 3 del CPC.

19 La interpretación correctiva comprende a la interpretación restrictiva, extensiva y 
modificativa (Chiassoni, 2007, pp. 129 y 133). Con una ligera variación, Guastini (2011, pp. 
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la “solicitud cautelar” dentro de los significados posibles del sintagma 
“demanda”, máxime cuando esta se encuentra acorde con el derecho 

de acceso a la justicia, pues de este modo se evitará la anulación de 
lo actuado y el archivo del proceso.

 VII. Conclusiones

El propósito del presente ensayo ha sido evidenciar que el problema 
que surge a raíz de formalizar la demanda fuera del plazo de 
caducidad del derecho ex artículo 18, inciso 1 del TUO LPCA (cuando 
previamente se ha interpuesto una solicitud cautelar) puede adquirir 
cierto nivel de complejidad, provocando que el argumento literal, 
que sugiere declarar la caducidad, sea la opción menos adecuada y 
racional.

De esta manera, la interpretación extensiva del sintagma “demanda” 
resulta necesaria, pues, aparte de que con ella se privilegia el 
argumento teleológico (el interés manifiesto de la parte de seguir 
cuestionando la decisión administrativa que causó estado), también 
se satisface el derecho de acceso a la justicia del demandante.
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